
Partes en el procedimiento principal 

Parte acusadora: Der Generalbundesanwalt beim Bundes­
gerichtshof 

Parte inculpada: E, F 

Cuestiones prejudiciales 

1) Teniendo en cuenta, en su caso, el procedimiento modifi­
cado por la Decisión del Consejo de la Unión Europea, de 
28 de junio de 2007 (2007/445/CE; ( 1 ) DO L 169, p. 58, de 
29 de junio de 2007), ¿debe considerarse que la inclusión 
en una lista, basada en el artículo 2 del Reglamento (CE) n o 
2580/2001 ( 2 ) del Consejo, de 27 de diciembre de 2001 
(DO L 344, p. 70, de 28 de diciembre de 2001), de una 
organización que no ha impugnado las Decisiones adopta­
das en relación con ella, es válida desde el primer momento, 
aun cuando la inclusión se haya producido con infracción 
de garantías procesales elementales? 

2) ¿Deben interpretarse los artículos 2 y 3 del Reglamento (CE) 
n o 2580/2001 del Consejo, de 27 de diciembre de 2001, en 
el sentido de que puede existir puesta a disposición de 
fondos, activos financieros y recursos económicos a una 
persona jurídica, grupo o entidad incluida en la lista prevista 
en el artículo 2, apartado 3, del Reglamento, colaboración 
en tal aportación o participación en actividades para eludir 
el artículo 2 del Reglamento, aun cuando la persona que 
realice la aportación sea miembro de la persona jurídica, 
grupo o entidad? 

3) ¿Deben interpretarse los artículos 2 y 3 del Reglamento (CE) 
n o 2580/2001 del Consejo, de 27 de diciembre de 2001, en 
el sentido de que puede existir puesta a disposición de 
fondos, activos financieros y recursos económicos a una 
persona jurídica, grupo o entidad incluida en la lista prevista 
en el artículo 2, apartado 3, del Reglamento, colaboración 
en tal aportación o participación en actividades para eludir 
el artículo 2 del Reglamento, aun cuando el activo que se 
aporta se encontraba ya al alcance (en sentido amplio) de la 
persona jurídica, grupo o entidad? 

( 1 ) Decisión del Consejo de la Unión Europea, de 28 de junio de 2007, 
por la que se aplica el artículo 2, apartado 3, del Reglamento (CE) 
n o 2580/2001 sobre medidas restrictivas específicas dirigidas a de­
terminadas personas y entidades con el fin de luchar contra el 
terrorismo y se derogan las Decisiones 2006/379/CE y 
2006/1008/CE (DO L 169, p. 58). 

( 2 ) Reglamento (CE) n o 2580/2001 del Consejo, de 27 de diciembre de 
2001, sobre medidas restrictivas específicas dirigidas a determinadas 
personas y entidades con el fin de luchar contra el terrorismo (DO 
L 344, p. 70). 

Recurso de casación interpuesto el 12 de febrero de 2010 
por France Télécom SA contra la sentencia del Tribunal de 
Primera Instancia (Sala Tercera) dictada el 30 de noviembre 
de 2009 en los asuntos acumulados T-427/04 y T-17/05, 

República Francesa y France Télécom/Comisión 

(Asunto C-81/10 P) 

(2010/C 148/19) 

Lengua de procedimiento: francés 

Partes 

Recurrente: France Télécom SA (representantes: S. Hautbourg, 
L. Olza Moreno, L. Godfroid y M. van der Woude, abogados) 

Otra parte en el procedimiento: Comisión Europea, República Fran­
cesa 

Pretensiones de la parte recurrente 

— Que se anule la sentencia recurrida. 

— Que se resuelva definitivamente el fondo del asunto de con­
formidad con el artículo 61 del Estatuto del Tribunal de 
Justicia y que se estimen las pretensiones formuladas por 
France Télécom en primera instancia. 

— Con carácter subsidiario, que se devuelva el asunto al Tri­
bunal General. 

— Que se condene a la Comisión a cargar con la totalidad de 
las costas. 

Motivos y principales alegaciones 

La parte recurrente invoca cinco motivos en apoyo de su re­
curso de casación. 

Mediante su primer motivo, France Télécom invoca la vulnera­
ción del concepto de ayuda de Estado por el Tribunal de Pri­
mera Instancia, al haber aceptado tal calificación en el caso de 
autos, siendo así que reconoció, por otro lado, que la existencia 
(o no) de una eventual ventaja no dependía, en el presente 
asunto, de las características propias del régimen controvertido, 
sino de factores externos al propio régimen cuyos efectos tan 
sólo pudieron comprobarse ex post. Así, considera que el Tribu­
nal de Primera Instancia vulneró la propia naturaleza del sistema 
de control previo de las ayudas de Estado establecido en los 
artículos 107 y 108 TFUE, sistema ex ante basado en un análisis 
objetivo de las características propias de los regímenes sobre la 
base de una notificación previa de las autoridades nacionales.
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Mediante su segundo motivo, la recurrente sostiene que el Tri­
bunal de Primera Instancia vulneró el concepto de ventaja en la 
medida en que se negó a llevar a cabo un análisis global del 
conjunto de disposiciones establecidas mediante el régimen tri­
butario particular. Alega que este régimen, establecido por la 
Ley n o 90-568, establecía, en efecto, dos modalidades de tribu­
tación específicas, la «contribución a tanto alzado», durante los 
años 1991 a 1993, que dio lugar a una imposición excesiva de 
la recurrente respecto del Derecho común, y la de Derecho 
común, durante el período 1994-2002, que tuvo un efecto 
tributario favorable para esta última. Al negarse a comparar 
con el Derecho común los efectos del régimen tributario parti­
cular en su conjunto durante los dos períodos en cuestión, el Tri­
bunal de Primera Instancia incurrió en varios errores de Dere­
cho. 

Mediante su tercer motivo, la recurrente invoca la violación del 
principio de confianza legítima, en la medida en que el Tribunal 
de Primera Instancia se negó a considerar que el silencio guar­
dado por la Comisión, en su Decisión de 8 de febrero de 2005 
relativa a La Poste, respecto del régimen tributario establecido, 
pudo generar en la recurrente una confianza en cuanto a la 
conformidad de las medidas controvertidas con arreglo a las 
normas en materia de ayudas de Estado. Además, el Tribunal 
de Primera Instancia no tuvo en cuenta determinadas circuns­
tancias excepcionales del presente asunto que justifican, a su 
juicio, la aplicación del principio de confianza legítima. 

Mediante su cuarto motivo, France Télécom invoca una falta de 
motivación de la sentencia, en la medida en que el Tribunal de 
Primera Instancia sustituyó la motivación de la Comisión por la 
suya propia en respuesta a sus alegaciones basadas en la viola­
ción del principio de prescripción del régimen de ayudas. Así, 
según la recurrente, el plazo de prescripción de diez años esta­
blecido por el artículo 15, apartado 1, del Reglamento (CE) 
n o 659/1999 ( 1 ) debería haber sido calculado a partir del 2 de 
julio de 1990, fecha en la que la Ley n o 90-568 estableció el 
régimen tributario controvertido, y no a partir del día en que se 
concedió efectivamente la ayuda al beneficiario. 

Por último, mediante su quinto y último motivo, la recurrente 
sostiene que el Tribunal de Primera Instancia incurrió en error 
de Derecho al declarar que la Comisión podía, sin violar el 
principio de seguridad jurídica, cuantificar la ayuda en base a 
una «horquilla» y ordenar su recuperación, siendo así que era 
imposible determinar la ventaja real de que pudo beneficiarse. 
Asimismo, considera que el Tribunal de Primera Instancia no 
respondió a todas sus alegaciones basadas en la violación del 
principio de seguridad jurídica. 

( 1 ) Reglamento (CE) n o 659/1999 del Consejo, de 22 de marzo de 
1999, por el que se establecen disposiciones de aplicación del artí­
culo 93 del Tratado CE (DO L 83, p. 1). 

Petición de decisión prejudicial planteada por el Conseil 
d’État (Bélgica) el 5 de marzo de 2010 — European Air 
Transport SA/Collège d’Environnement de la Région de 

Bruxelles-Capitale, Région de Bruxelles-Capitale 

(Asunto C-120/10) 

(2010/C 148/20) 

Lengua de procedimiento: francés 

Órgano jurisdiccional remitente 

Conseil d’État 

Partes en el procedimiento principal 

Recurrente: European Air Transport SA 

Recurridas: Collège d’Environnement de la Région de Bruxelles- 
Capitale y Région de Bruxelles-Capitale 

Cuestiones prejudiciales 

1) ¿Debe interpretarse el concepto de «restricción operativa» a 
que hace referencia el artículo 2, letra e), de la Directiva 
2002/30/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 
de marzo de 2002, sobre el establecimiento de normas y 
procedimientos para la introducción de restricciones opera­
tivas relacionadas con el ruido en los aeropuertos comuni­
tarios, ( 1 ) en el sentido de que incluye normas que estable­
cen límites de nivel sonoro calculado a ras del suelo, que 
deben respetarse al sobrevolar zonas situadas cerca del ae­
ropuerto, y cuya infracción puede dar lugar a una sanción, 
teniendo presente que las aeronaves están obligadas a res­
petar las rutas y a observar los procedimientos de aterrizaje 
y despegue establecidos por otras autoridades administrati­
vas sin tener en cuenta estos límites sonoros? 

2) ¿Deben interpretarse los artículos 2, letra e), y 4, apartado 4, 
de dicha Directiva en el sentido de que toda «restricción 
operativa» ha de estar «basada en los resultados», o bien 
permiten estas disposiciones que otras disposiciones relativas 
a la protección del medio ambiente limiten el acceso al 
aeropuerto en función del nivel sonoro calculado a ras del 
suelo, que deba respetarse al sobrevolar zonas situadas cerca 
del aeropuerto, y cuya infracción pueda dar lugar a una 
sanción? 

3) ¿Debe interpretarse el artículo 4, apartado 4, de dicha Di­
rectiva en el sentido de que prohíbe que, además de las 
restricciones operativas basadas en los resultados que se 
apoyen en los niveles acústicos de las aeronaves, normas 
relativas a la protección del medio ambiente establezcan 
límites de nivel sonoro calculado a ras del suelo que deban 
respetarse al sobrevolar zonas situadas cerca del aeropuerto?
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